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CONSEJO GENERAL
OEL PODER JUDICIAL

CORRECClON dé errores del Acuerdo de 29 de diciembre
de 1992, de la Comisión Permanente del Consejo General
del Poder Judicia~ por el que se hace PÚblico el Acuerdo
de la Sala de Gobienw del Tribunal Supremo de feclut 17
de diciembre, sobre distribución de asuntos entre las dis­
tintas Secciones de la Sala de lo Contencios(rAdministTa-·
tivo(Sala Tercera) del mencionado Tribunal.

II

Presentado el anterior mandamiento en el Registro de la Propiedad
número 3 de los de León, fue calificado con la siguiente nota: _Presentado
por duplicado el precedente mandamiento, a las trece horas cincuenta
minutos del día 16 de los c'orrientes, b¡ijo el asiento 3774 1, al folio 80
del Diario 9 de este Registro de la Propiedad número 3 de León, se deniega
la anotación preventiva que en el I'Q.ismo se ordena, por el defecto insub­
sanable de no ser la anotación que se interesa, ninguna de las previstas
en la Ley Hipotecaria ni en ninguna otra Ley especial;-León, 20 de julio
de 1991.-El Registrador.-Firma ilegible._

III

Hechos

En el recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de los Tri­
bunales don Eusebio Gutiérrez Gómez, en nombre de C~aEspaña de Inver­
siones, Caja de Ahorros y Monte de Piedad, contra la negativa del Regis­
trador de la Propiedad número 3 de los de León a practicar una anotación
preventiva de querella, pendiente de resolbCión ante este Centro directivu
en virtud de apelación del recurrente.

La Caja España de Inversiones, Caja de Ahorros y Monte de Piedad
forynuló querella criminal por los presuntos delitos de alzamiento de bienes
contra' determinadas personas que en la misma se indican, ante el Juzgado
de Instrucción número 3 de los de León. Admitida a trámite la querella
por Auto de 5 de julio de 1991, se acordó librar mandam~entoal Registro
de la Propiedad número 3 de los de León, a fin de que se tome anotación
preventiva de la querella sobre los inmuebles objeto del expresado alza­
miento e inscritos en dicho Registro, para el aseguramiento de las res·
ponsabilidades civiles.

Advertido error en el texto remititlo para su publicación del acuerdo
de 29 de diciembre de 1992, inserto en e! .Boletín Oficial del Estado_
número 2,de 2 de enero de 1993, se procede a su rectificación:

En la página 68, regla primera, sección cuarta, último apartado, donde
dice: •...salvo que se refieran en materia de personal_, debe decir: .salvo
que se refieran a materia de personal-.

En la misma página, sección séptima, último apartado, donde dice:
.-Recursos contenC'ioso--administrativos_, debe decir: «-Recursos conten­
cioso-electorales".

El Procurador de los Tribunales don Eusebio Gutiérrez Gómez, en repre­
sentación, de Caja España de Inversiones, Caja de AJ:lorros y Monte de
Piedad, interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación, y
alegó: Que la cuestión se limita a determinar si nuestro ordenamiento
jurídico y, en concreto, el articulo 42 de la Ley Hipotecaria, permiten,
en una recta interpretación, anotar la querella criminal anteriormente
referida. Que para ello hay que tener en primer lugar en cuenta que el
delito de que se trata es el de alzamiento de bienes inmuebles. Que la
anotación denegada es idónea oomo medida para evitar el aprovechamiento
dei delito y para reparar los efectos civiles del mismo. Que en el ca~o

de este delito, al tratarse de bienes inmuebies inscritos en el Registro
de ia Propiedad, nos encontramos ante la protección que otorga a terceros
el artículo 34 de la Ley Hipotecaria, y _a sensu contrario_, también con­
templa la posibilidad de que en el Registro se hagan constar causas que
pudieran acarrea!' la anulación o resolución de los derechos inscritos con
perjuicio de dichos terceros, mediante la anotación preventiva, informán­
dose al tercero de la posible inexactitlÍd registra.l para en el caso de que
los vicios derivados de la act.ividad delictiva perseguida medianteJa que­
rella fueren declarados, en definitiva, por la sentencia firme que recaiga
en las actuaciones penales. Que hay que sefialar la doctrina sentada por
el Tribunal Supremo en las Sentencias de 14 de mano de 1985, 20 de
febrero de 1987, 20 de enero de 1989 y 15 de junio de 1990. entre qtras,
que supone un importante avance en la defensa de los derechos de los
perjudicados por el tipo de delitos de que se trata y que ha venido a
permitir que la jurisprudencia penal otorgue una solución completa al
delito de alzamiento de bienes, incluso en Jo que atañe a los efectos civiies,
evitando así una duplicidad de acciones ante órdenes jurisdiccionales dis­
tintos. Que se debe llegar a ia solución afirmativa de que nuestro orde­
namiento jurídico permite la anotación registral de la querella, a través
de una interpretación amplia del artículo 42 de la Le)- Hípotec'aria, Uinto
al amparo de su apartado 1.0 como de su apartado 3.<>, e, induso, lO.
Que dicha interpretación amplia es, además, lógico .colofón al progresivo
expandimiento del sentido del precepto que se ha venido realizando desde
hace años por la Dirección General de los Registros y del Notariado en
Resoluciones de 19 de enero de 1877, 13 de febrero de 1929 y 29 de
marzo de 1964. Que hay que aplicar la analogía, conforme al artículo 4
del Código Civil, puesto que entre la demanda y la querella existe la iden­
tidad referida. Que, en efecto, la acción chil puede tener su nacimiento
de la conclusión de un delito, como señalan los artículos 100 y 112 de
la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Que querella y demanda tienen el común
carácter de escritos iniciadores de un procedimiento. Que existe congruen­
cia entre el procedimiento que se sigue y la medida que se ordel1;a y cual­
quier interpretación en ('ontra de la anotación preventiva solicitada supon­
dría establecer una discordancia entre Jus efectos civiles que el Tribunal
Supremo viene reconociendo a las sentencias dictadas en causas penales
por alzamiento de bienes y los que el ordenamiento jurídico pone a dis­
posición de la administración de justicia para que tales efectos ch,iies
puedan ser realmenW logrados, debi("ndo sentarse una doctrina pro­
gresista.

RESOLUC10N de 9 de diciembre dé 1992, de la DireccWn
General de los Registros 1J del Notariado, en el recurso
gubernativo interpuesto pur el Procurador de los Tribu-­
nales don Eusebio Gutiérrez Gómez, en nombre de Caja
España de Inversiones, Caja de AJwrros y.Monte de Piedad,
contra la negativa del Registrador de la Propiedad número
3 de los de León, 0, practicar una anotación preventiva
de quereUa, pendiente de resolución an/·e este Centro direc­
tivo en virtud de apelación del recurrente.
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IV

gl Registrador, en defensa de $U ooia, informó: 1) Que hay que recordar
lo que precl'ptúa el artículo 117 del Reglamento Hipotecario, habida cuenta
de Que en el escrito de interposición del recurso se va mucho más allá,
en lo que se refiere a las consecuencias civill'S de la querella, que en
el escrito de la misma que fue el que se tuvo en cuenta para redactar
la nota recurrida. 2) Que si se hubiere anotado preventivamente la querella,
cualquier tercero consultante del Registro. re~pecto a las fincas discutidas,
podría enterarse. desde luego, de .que contra los aduales titulares regis-­
trales y contra los anteriores propietarios existe un trámite de querella
(Timinal por presunto delito de alzamiento de bienes, pero no podría dedu-·
cie las consecuencias civiles de la nüsma (ni siquiera en el supuesto de
que el texto de la quereJla se hubiera trasladado íntegramente al folio
registral) lo que supone una infracción del principio de especialidad. 3)
Este principio encuentra su aplicación más relevante en la faceta que
mira al derecho inscrito, en consecuencia, lo que dispone el artículo 51
del Reglamento Hipotecario, regla 6.8 4) El principio de especialidad, si
el derecho no va a ser inscrito sino tan sólo anotado preventivamente,
tiene una aplicación modaHzada, y la relativa ind'etenninac1ón con que
se nos presentan los derechos anotables, se compensa con el criterio d~l

~numerus clausus" que recoge el artículo 42 de la Ley Hipotecaria (Re­
soluciones de 3 de diciembre de 1960 y 8 de marzo de 1978). 5) Con
el criterio de -numeros clausus. y tipicidad legal, el tercero ~abe con segu­
ridad el alcance del derecho preventivamente anotado, porque es la propia
ley y su desarrollo reglamentario, la que marca los efectos de cada anotación
que tipifica; y en cuanto a las de querella criminal se ignoran sus efectos
porque no están previstos en ley alguna. 6) Que fa querella que se trata
de anotar no habla para nada de acción pauliana. 7) Que ~o dicho hasta
ahora se considera que no puede impedir, dentro de los mismos autos,
que en un momento procesal posterior, lleguen a asegurarse registralmente
los efectos ci\,iles de la qUt'rella que se contempla, mediante anotaciones
típicas, y 8) Que. el rechazo de la anotadón preventiva de querella se
encuentra en el Auto del Presidente de la Audiencia Territorial de Palma
de Mallorca, n~señado en la Resoluci6n de 27 de febrero de 1980 y, sobre
todo, hay que señalar la Resolución de 1 de abril de 1991, que, en un
caso, sustancialmente igual al que se discute, confirmó la denegadón del
Registra.dor.

V

La ilustrísima Magistrada-Juez del Juzgado de Instrucción número 3
de los de León, informó sobre las diligencias prevías número 719/1991
por presunto delito de alzamiento de bienes contra los querellantes, la
admisión a trámite de la querella por Auto de 5 de julio y remisión del
mandamiento para que se practique anotación preventiva al Registro de
la Propiedad correspondiente.

VI

El Presidente del Tribunal Superior de Castilla y León confirmó la
nota del Regístrador fundándose en que la anotaeión preventiva de la
querella no es una de las anotaciones previstas en el artículo 42 de la
Ley Hipotecaria -yen las Resoluciones de 3 de diciembre de 1960 y 1
de abril de 1991.

VII

El Procurador recurrente apeló el auto presidencial, manteniéndose
en sus alegaciones, y añadió: 1. Que hay que tratar el asunto a la vista
de la Resolución de 1 de abril de 1991. 2. Que hay que hacer notar que
cuando el Juez de Instrucción, dispone por Auto de 5 de julio de 1991
que se tome anotación preventiva dt'. querella, está ordenando que se pro­
ceda a tomar nota registral de la existencia de la acción que mediante
dicha querella se ejercita, sin que la imprecisión terminológica sea mayor
que la del ,Juez civil cuando ordena que se proceda a la anotación preventiva
de la demanda. Es claro que una acción civil puede ejercitarse tanto en
un procedimiento civil como en uno penal y,»or cllo, la función calificadora
debe referirse a si la acción tiene cabida en los apartados LO, 3,° ó 10
del artículo 42 de la Ley Hipotecaria o si, por el contrario, dicha acción
no es de las aludidas en los citados preceptos; por ello, habrá querellas
anotables y otras que no lo son, al igual que la... demandas. Atendiendo
a la simple lectura de la querella, esclaro que las acciones civiles ejercitadas
no fueron designadas «in nominatim_, pero ello no entorpece a la pros·
perabilidad del procedimiento, segun jurisprudencia reiterada, ni a que

el Registrador extr~ese de la querella, como parte integrante del man­
damiento, la esencia y auténtico sentido del mandato judicial, actividad
que, por oo:a parte, es la que cabía esperar del titular del Registro, en
virtud de la fonnación técnicÚ'jurídica qut' le es propia, so pena de admitir
en la función calificadora unos rasgos de automaticidad tan sólo predi­
cables de actitudes puranlente burocráticas, entendiendo este último tér­
mino en su sentido peyorativo. De todas maneras, si el defecto era de
falta de claridad, lo procedente hubiere sido suspender la anotación orde­
nada y posibilitar la pertinente subsanación. 3. Que en determinados
supuestos, la querella puede equipararse a la demanda, a efectos de que
lo esencial de su contenido sea objeto de anotaciól,l preventiva y que lo
cerrado de la enumeración del artículo 42 de la Ley Hipotecaria no es
un obstáculo para cumplir con el espiritu de la nonna. 4. Que en cuanto
a los demáo; requisitos para que se tome la anotación, su observancia
o no es, competencia y rf'sponsabUidad exclusiva del Juez. Debe señalarse
que, aunque la anotación preventiva ordenada es una figura distinta del
embargo en aseguramiento de ~sponsabilidadespecuniarias qlW contem­
pla el artículo 589 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, los indicios de
criminnlidad pueden resultar· de circunstancias variables dignas de ser
tomadas en consideración y de omnímoda apreciación judicial. 5. Que
se considera la necesidad de una mejora de la doctrina vertida en la Reso­
lución de ] de abril de 1991, en cuant.o fa querella goza de la sencillez
derivada de limitarse a un único delito (el de alzamiento de bienes), ofrece
una oportunidad inm~jorablepara que la·Dirección General defina su pos­
tura, en UIla actitud que si exigiese rectificación, sería propia de .:sabíos.

Fundamentos de derecho

Vistos los artículo.., 18 y 42 de la Ley Hipotecaria y 166 de su Reglamento;
589 y 742 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y 524 de la Ley de Enjui·
ciamiento Civil; las sentencias del Tribunal Supremo (Sala Segunda) de
16 de noviembrf' de 1971, 9de diciembre de 1978 y 11 dejunio de 1984
y las Resoluciones de este Centro de a de diciembre de 1960, 20, 21 y
22 dé diciembre de 1966,27 de febrero de 1980 y l' de abril de 1991.

1. El examen de este expediente plantea la cuestión de si cabe prac­
ticar en los libros del Registto una anotación preventiva sobre los bienes
inscritos a nombre de los querellados, en virtud de la interposición ante
los Tribunales de una querella por delito de alzamiento de bienes, anotación
que tendría por objeto asegurar las posibles responsabilidades civiles que
pudiera declararse procedent.es.

2. Se trata, pues, de una cuestión similar a la planteada en la Reso­
lución de este Centro directivo de 1 de abril de 1991, que debe ser resuelta
en el mismo sentido, habida cuenta: a) Del erit(~rio de .numerus dausus~

que en materia de anot.aciones preventivas se contiene en nuestra legis­
lación, concretada esencialmente en los casos recogidos en el artículo 42
de la Ley y en los desperdigados en la misma legislación hipotecaria y
en otra.<; normas legales, entre los que no aparece regulada la anotación
pretendida; b) Que aunque quepa en la querella el ejercicio de la acción
penal conjuntamente con el de la civil, no puede equipararse a la demanda
en juicio civil de nulidad o ineficacia del título inscritos, por cuantd en
esta última, la anotación está reconocida expresamente en la Ley -artículo
42.1.°_ mientras que en la primera -en la que no va implícito el ejercicio
de la acción de nulidad de títulos- ha de ser ordenada por el Tribunal
cuando se cumplan las condiciones determinadas en el citado artículo
589 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, a saber, que resulten indicios
de criminalidad como consecuencia de las diligencias de investigación prac­
ticadas, lo que no ha sucedido en el presente caso, en el que el Tribunal
se ha limitado a trasladar la petición del interesado de anotarse la querella,
y e) Que en el mandamiento calificado no se concretaba la anotación a
practicar, ni, si se hubiese tratado de una de embargo, el importe de la
responsabilidad de las fincas afectadas,

Esta Dirección General ha acordado confirmar el auto apelado y la
nota del Registrador,

Lo que con devolución del expediente original, comunico a V. l. para
su conocimiento y efectos.

Madrid, 9 de diciembre de 1992_-EI Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Ilmo. Sr. Presidente del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León.


